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La presente investigación titulada “Afectación al principio de proporcionalidad y 
humanidad de las penas en el delito de tenencia ilegal de arma de fuego”, teniendo como 
problema ¿De qué manera la pena establecida en el delito de tenencia ilegal de arma de 
fuego regulado en el artículo doscientos setenta y nueve inciso G del Código Penal afecta 
los principios de proporcionalidad y humanidad de las penas?, además tuvo como objetivo 
principal determinar si la pena establecida en el delito de tenencia ilegal de arma de fuego 
regulado en el artículo 279º - G del Código Penal afecta los principios de proporcionalidad 
y humanidad de las penas. La investigación se llevó a cabo atendiendo a la problemática 
social y jurídica, respecto a las penas reguladas en el delito tenencia ilegal de arma de 
fuego,  debido a que en la legislación peruana el Estado ha establecido penas muy elevadas 
al sujeto que porta un arma de fuego sin tener licencia administrativa, lo cual evidencia 
desproporcionalidad en el delito mencionado, por el solo hecho de portar un arma de fuego 
de manera ilegal, por lo que se buscó validar la hipótesis la pena establecida para el delito 
de tenencia ilegal de armas de fuego afecta los principios de proporcionalidad y humanidad 
de las penas, principios que deben ser aplicados en la creación de normas como en la 
imposición de sanciones penales, administrativas, civiles, en ese sentido se evidencia que la 
pena regulada en el artículo doscientos setenta y nueve inciso G del cuerpo penal, 
transgrede a los mencionados principios, dado que es excesivo imponer penas altas a un 
delito de naturaleza abstracta que no exige un daño material para su consumación. La 
metodología aplicada en esta investigación se basó en un diseño descriptiva, diseño no 
experimental, una población y muestra de 15 especialistas en derecho penal, abarcando a 
jueces penales, fiscales, abogados en defensa pública en la región de Piura, utilizando como 
técnicas e instrumentos de recolección de datos de la encuesta, instrumento que ayudo a 
validar la hipótesis planteada en el presente trabajo de investigación. 
Palabras Claves: Tenencia ilegal de arma, principio de proporcionalidad y humanidad de 






The present investigation entitled “Affectation to the principle of proportionality and 
humanity of the penalties in the crime of illegal possession of a firearm”, having as a 
problem how the penalty established in the crime of illegal possession of a firearm 
regulated in the Article 279º- G of the Penal Code affects the principles of proportionality 
and humanity of the penalties ?, It also had as its main objective to determine whether the 
penalty established in the crime of illegal possession of a firearm regulated in article 279 - 
G of the Criminal Code affects the principles of proportionality and humanity of penalties. 
The investigation was carried out in response to the social and legal problems, regarding the 
penalties regulated in the crime of illegal possession of a firearm, because in Peruvian 
legislation the State has established very high penalties for the subject who carries a 
weapon of fire without having an administrative license, which proves disproportionality in 
the aforementioned crime, by the mere fact of carrying a firearm illegally, so it was sought 
to validate the hypothesis the penalty established for the crime of illegal possession of 
firearms it affects the principles of proportionality and humanity of the penalties, principles 
that must be applied in the creation of norms as in the imposition of criminal, 
administrative, civil sanctions, in that sense it is evidenced that the penalty regulated in 
article two hundred seventy-nine subsection G of the criminal body, transgresses the 
aforementioned principles, since it is excessive to impose high penalties on a crime of an 
abstract nature that It does not require material damage for its consummation. The 
methodology applied in this investigation was based on a descriptive design, non-
experimental design, a population and sample of 15 specialists in criminal law, including 
criminal judges, prosecutors, lawyers in public defense in criminal matters in the region of 
Piura, using as techniques and instruments for collecting data from the survey, an 
instrument that helped to validate the hypothesis raised in this research work. 
Keywords: Illegal possession of weapons, principle of proportionality and humanity of 




En una sociedad democrática es evidente la existencia de división de poderes con la 
finalidad de poder establecer un Estado libre y soberano, nuestro ordenamiento ha 
convenido estructurar el poder, así nace los poderes establecidos en nuestro ordenamiento, 
siendo el poder judicial, el encargado de impartir justicia cuando se afecten bienes 
jurídicos, en aras de crear un estado de paz y armonía respetando los derechos 
fundamentales de cada ciudadano. 
El poder judicial en aras de proteger la afectación de bienes jurídicos ha 
implementado normas legales con el fin de salvaguardar los bienes jurídicos de cada 
ciudadano, uno de los dispositivos más relevantes en el ordenamiento jurídico peruano es el 
Código Penal, dispositivo jurídico que posee un conjunto de normas jurídicas punitivas de 
un Estado que busca sanción penal para quién afecta los bienes jurídicos protegidos. 
En la actualidad en nuestro país se viene incrementando las formas de criminalidad, 
la misma que genera en los ciudadanos una sensación de miedo e inseguridad permanente; 
ese sentido, el ciudadano ha optado por adquirir diferentes objetos con el fin de proteger su 
integridad, una de las más utilizadas es adquirir un arma de fuego para su protección, el 
ciudadano que desee portar y usar arma de fuego en un determinado Estado. 
Toda persona puede poseer un arma de fuego siempre y cuando cuente con el permiso 
correspondiente, el mismo que otorgado por un determinado órgano, de no contar la misma 
podría ser investigado por el ilícito penal prescito en el artículo 279°-G del código 
sustantivo, la misma que impone pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de 
diez años, a quien sin autorización posee un arma de fuego. 
 El delito de TIAF, en nuestro ordenamiento jurídico la protección del bien jurídico 
seguridad pública, desde la perspectiva de la pena regulada en el estudiado delito al 
establecer penas muy elevadas, transgrede los principios de proporcionalidad y humanidad 
de la pena, debido a que resultaría no razonable a comparación del ilícito penal de 
homicidio simple regulado en artículo ciento seis del código sustantivo penal que establece 
como pena en su extremo inferior a seis ni mayor a veinte años de pena efectiva, de los 
mencionados delitos se evidencia desproporcionalidad en la pena establecida contra aquella 
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persona que no lesiona el bien jurídico seguridad pública (TIAF) y el que lesiona o causa 
daño al bien jurídico vida. 
Así mismo si se compara el siguiente escenario, un sujeto que porta un arma de fuego 
sin contar con una licencia que le permita tener el instrumento, se le impone como pena 
privativa de libertad no menor de seis años ni mayor de diez años, por otro lado, si el 
mismo sujeto mata a otro sujeto se le impondría como pena no menor de seis ni mayor de 
veinte años conforme al artículo ciento seis del dispositivo penal. 
Como se puede observar en ambos delitos (tenencia ilegal de armas de fuego y 
homicidio) se aprecia penas muy elevadas, no obstante, TIAF no genera lesión a ningún 
bien jurídico protegido por nuestro ordenamiento jurídico a diferencia del homicidio que 
este lesiona el bien jurídico vida. 
Considerando lo mencionado líneas arriba, se puede decir que la sanción regulada en 
TIAF es irracional y desproporcional a comparación del homicidio, teniendo en cuenta que 
la vida es un bien jurídico de mayor protección a diferencia del sujeto que pone en peligro 
determinados bienes jurídicos no exigiendo un resultado para su configuración. 
En la actualidad diversos Estados presentan una problemática social, respecto al 
indicie elevado de procesados que purgan condenan por el delito de TIAF por no contar con 
la autorización administrativa para portarla, a causa de ello el Estado ha creído conveniente 
imponer castigos elevados e irracionales al resultado y daño de la conducta realizada por el 
sujeto activo, no teniendo en cuenta las directrices constitucionales de proporcionalidad y 
humanidad de pena. 
 En ese orden de ideas se tiene que la Superintendencia Nacional de Control de 
Servicios de Seguridad, Armas, Municiones y Explosivos de Uso Civil (Sucamec), órgano 
autorizado de emitir las respectivas licencia para poseer un arma de fuego legal, hay que 
mencionar que en los últimos meses el Jefe de Sucamec, se pronunció sobre la detención 
del ex candidato a la vicepresidencia por Fuerza Popular, Jaime Yoshiyama haciendo 
hincapié que todo sujeto que mantenga en su poder un arma de fuego sin contar con la 
autorización administrativa, se enfrentaría en un proceso penal, debido a que su conducta es  
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ilegal poseer un instrumento de alta peligrosidad sin autorización legal. 
Rocío Vásquez, gerente de armas de SUCAMEC, señaló que una persona puede tener 
el arma guardada con todas las medidas de seguridad, pero si no cuenta con una licencia y 
no está registrada en la entidad, es ilegal. 
Aguayo (2016); en su investigación  en Chile, análisis crítico de las modificaciones 
introducidas por la Ley N° 20.813 de los delitos que contempla la Ley de control de armas, 
precisa su postura a favor, refiriéndose que la ley de control de armas regulada en Chile,  
legislador en aras de combatir y/o controlar el alto índice de hechos de posesión ilícita de 
armas de fuego no debe considerar aumentar las penas, considerando que uno de los 
mecanismos más efectivos para dicha problemática social es proponer medidas preventivas, 
enfatizando que se deberían realizar campañas educativas y preventivas sobre el uso ilícito 
de arma de fuego, sus consecuencias, los trámites a seguir para la obtención de licencia para 
portar un arma de fuego. 
Lara (2007); en su investigación en Chile, análisis dogmático del delito de posesión o 
tenencia ilegal de armas, precisa su postura a favor, señalando que la tipificación del delito 
de posesión ilícita de arma de fuego se evidencia una afectación al principio de inocencia 
del procesado, puesto que las penas establecidas en el mencionado delito son elevadas 
evidenciándose así la desproporcionalidad de las penas, además refiere que en la 
practicidad aunque el abogado defensor acredite que el procesado no buscaba con la 
portación de arma atentar contra la vida de algún ciudadano igual se impone penas muy 
elevadas.  
Jara (2014); en su investigación en Ecuador, inobservancia del juzgador del principio 
de proporcionalidad de la pena, al dictar sentencia en delitos de tenencia ilegal de armas; 
precisa su postura a favor, enfatizando que, parte mayoritaria de operadores del derecho y 
doctrinario, opinan que el legislador al tipificar las penas en los delitos regulados en el 
Código Penal de Ecuador, lo han realizado sin tener en cuenta el precepto de 
proporcionalidad en un enfoque penal, dando como ejemplo la necesidad de modificar el 
delito de TIAF, dado que se debe imponer penas proporcionales que permitan al juez 
aplicar penas coherentes y razonables de acuerdo a la conducta de cada procesado.  
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Castro (2015); en su investigación en Guatemala, la violación de los principios de 
lesividad y de proporcionalidad con el incremento de la pena para el delito de portación 
ilegal de armas de fuego de uso civil y/o defensivas; precisa su postura a favor, refiriéndose 
que, incrementar de forma excesiva las penas en los delitos, vulnera derechos 
constitucionales estipulados en su carta magna, lo cual origina que la pena impuesta al 
procesado de un delito de mera actividad sea comparado con los de los resultados pues se 
establece pena muy graves, o que, no se considere los fines rehabilitadores de la pena al 
imponerse sanciones excesivas al penado.  
Recoba (2017); las armas en el Perú: Una propuesta para el análisis sobre su 
regulación y control; precisa su postura a favor, al señalar que si bien el órgano encargado 
de expedir licencias administrativas para poseer legalmente un arma de fuego es 
SUCAMEC, sin embargo, el mismo debe implementar medidas alternativas que coadyuven 
a inspeccionar y recuperar armas de fuego de uso civil, debiendo el Estado a través de sus 
poderes implementar políticas de acuerdo a esos objetivos, por lo que SUCAMEC exhorta 
al Estado que incrementar las penas en el delito de posesión ilegal de armas de fuego para 
lograr cumplir los objetivos de control y recuperación de armas de fuego de uso civil, no es 
la medida más idónea ni razonable. 
Moreto (2016); en su investigación en Piura, calidad de sentencia de primera y 
segunda instancia sobre delito de tenencia ilegal de armas, en el Expediente N° 00494-
2012-39-2001-SP-PE-01, del distrito judicial de Piura; precisa una postura a favor, 
enfatizando que del análisis del pronunciamiento del juez de primera y segunda instancia 
referente al delito estudiado, se pudo verificar que se imponen a los procesados como pena 
las misma reguladas en el dispositivo penal, es decir, las penas efectivas van desde los seis 
y diez años. 
En relación de teorías relacionadas al tema de investigación se desarrollará doctrina 
referente al delito de TIAF en nuestro dispositivo penal, se encuentra regulado en el artículo 
279º-G del código penal hace referencia que aquel sujeto que, sin autorización alguna 
fabrica, ensambla, modifica, almacena, suministra, comercializa, trafica, usa, porta o tiene 
en su poder armas de fuego, será sancionado con pena privativa de  la libertad no menor de 
seis años ni mayor a diez años, además de la pena privativa de la libertad el código 
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sustantivo hace también inhabilita de acuerdo al inciso 6 del artículo 26 del mencionado 
dispositivo legal. (Código Penal Peruano, 2004). 
Como antecedentes históricos de armas de fuego, Gonzales (2012), señala que la 
palabra arma procede del latín armus, arma, armi, que siginifica brazo y arma los orígenes 
de las armas se dan desde nuestros antepasados, los mismo que para protegerse de sus 
enemigos y animales salvajes se vieron en la necesidad de crearlas, las primeras armas 
fueron creadas con estructura de piedras.  
Dicho lo anterior, Goldstein (1999), refiere respecto al concepto de arma, como aquel 
objeto destinado a ofender o defender, en el ámbito penal, se puede decir que arma es aquel 
instrumento destinado a dañar o herir a una determinada persona, además que cualquier 
instrumento destinado a dañar es considerado arma pues puede ser usado como medio 
contundente o punzante. Por lo general el arma puede ser utilizada para perpetrar otro delito 
como robo, usurpación, entre otros; por ultimo menciona que un arma puede ser ofensiva, 
defensiva y prohibida, dentro de la prohibida encontramos a portación prohibida de arma de 
fuego. 
Es necesario que en el presente trabajo de investigación se analice la estructura típica 
de TIAF prescrito en el artículo doscientos setenta y nueve de la norma penal, siendo 
necesario desarrollar doctrina y jurisprudencia del mencionado dispositivo legal, por ello 
empezaremos a desarrollar el bien jurídico que protege el delito de TIAF. 
Julca (2010), el Estado a través del derecho penal ha creído conveniente brindar 
protección jurídica a determinados bienes jurídicos esto debido a la naturaleza jurídica del 
mismo, pues lo que busca es proteger intereses colectivos e individual, dentro de los bienes 
jurídicos encontramos la vida, el cuerpo, la salud, el patrimonio, la seguridad pública, entre 
otros. 
Ramos (2016), sostiene que el delito de TIAF es de peligro abstracto y de mera 
actividad que no exige para su consumación la existencia de un resultado lesivo sino poner 
en riesgo bienes jurídicos fundamentales protegidos por el derecho sancionado. 
Schunemann (2007), dentro del bien jurídico menciona la existencia doctrinaria de  
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dos teorías, la primera denominada teoría personalista, la cual tiene relación con la 
individualidad de la persona en la que el Estado da importancia a la persona valorándola 
como tal y a su esfera de intereses, teniendo mayor importancia que algunos intereses supra 
personales tenientes a cumplir alguna función social, la segunda teoría denominada teoría 
del daño social o funciona, analiza el bien jurídico desde un aspecto colectivo cuya 
finalidad es perdurar un orden social. 
El bien jurídico que protege el delito TIAF prescrito en el artículo doscientos setenta 
y nueve inciso G del código sustantivo penal peruano, es la seguridad pública, 
entendiéndose como la protección a la integridad de los bienes de cada ciudadano que 
habita en un Estado, buscando siempre la protección colectiva. 
Valdiviezo (2016), TIAF se ha establecido como bien jurídico tutelado la seguridad 
pública el mismo busca el desenvolvimiento en armonía de cada persona, esto es, se busca 
que cada ciudadano viva libre en derecho teniendo las autoridades la obligación de cumplir 
con el propósito a través de las leyes, así también Villa (2008), refiere que también se 
configura la irregularidad administrativa ocasionado en una tenencia irregular de un arma 
de fuego, frente a la inexistencia de licencia que por si se configura el ilícito penal de arma 
de fuego  
Prosiguiendo el análisis Taboada (2013), hace referencia que el bien jurídico 
seguridad pública como aquel grupo de condiciones de la interrelación social que protege 
bienes jurídicos como la vida e integridad de la persona, es decir, lo que busca este bien 
jurídico colectivo, es que los bienes jurídicos vida e integridad no sean afectados por el 
TIAF a un futuro. 
Rojas (2016), refiere que en el expediente Nº5831- 967, en el TIAF el bien jurídico 
que se resguarda es seguridad pública que tiene como fin generar seguridad social para cada 
persona de desenvuelva de forma pacífica ejerciendo sus derechos. 
Por otro lado, Castañeda (2015), la seguridad pública tiene como finalidad la 
convivencia de los ciudadanos con normalidad, buscando evitar cualquier hecho de peligro 
o amenaza para sus derechos fundamentales de cada persona. 
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En conclusión, Tudela (2005), la seguridad pública es un bien que protege el Estado 
con la finalidad de alcanzar que los riesgos que permite se encuentre bajo los parámetros de 
la democracia con el fin de brindar paz a los ciudadanos que habitan en un determinado 
territorio garantizando el desarrollo de sus derechos fundamentales, concepto compartido 
por Arias (2000), quien refiere que el bien protegido por  TIAF es un bien público de 
interés colectivo beneficiando a todos los ciudadano sin distinción alguna. 
Pérez & Merino (2016), nos mencionan que el concepto del delito analizado se 
configura con la sola posesión de arma de fuego ilegitima, es decir, aquellas personas que 
no cumplen condiciones para portar un arma de fuego, estaría incurriendo en el delito de 
TIAF. 
Ahora bien, el Tribunal Constitucional en el Expediente Nº 3482-2005-PHC/TC, 
señalo que nuestra carta magna no ha regulado una definición precisa referente al termino 
bien jurídico seguridad pública, sino refirió  que gracias a un conjunto de características o 
elementos que nos ayudan a integrar cuál sería su contenido, entendiéndose como aquel 
resguardo futuro que otorga el Estado a determinados derechos que puedan ser amparados 
frente a hechos de amenaza o peligro ya sea por desconocimiento, derechos como la 
libertad, tranquilidad, integridad o vida. (Sentencia del tribunal, parra. 13). 
Respecto a la conducta típica del artículo 279°-G  regulado cuerpo normativo penal, 
el doctrinario Taboada (2013), sostiene que la  configuración del delito en mención solo 
exige la portación o posesión ilegitima del arma de fuego, entendiéndose por ilegitima al no 
tener la respectiva licencia administrativa para portarla, en ese sentido debe tener en cuenta 
que para que atribuya el delito de tenencia debe existir conexión entre quien realiza la 
acción y el arma de fuego teniendo el sujeto la disponibilidad de usar dicha arma en 
cualquier situación. 
En cuanto a los verbos rectores acogidos por la figura penal en comento encontramos 
las siguientes:  
Fabricar.- Peña (2011) sostiene que, este verbo rector hace referencia a producir 
objetos o elaborar sustancias utilizando materiales mecánicos o químicos, en ese caso lo 
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elaborado o producido serían municiones, arma de fuego o materiales relacionados a la 
exigencia del tipo penal; lo que se requiere es que el destino de las armas o municiones 
estén destinados a su ilicitud. 
Ensamblar.- Se entiende como aquel proceso de unión de partes o piezas para 
obtener un nuevo producto del uso distinto de las partes y piezas empleadas, este verbo 
rector se llega a realizar cuando el sujeto activo compone o une las piezas o partes que 
conforman un arma de fuego. 
Modificar.- Se entiende por modificar como aquel acto de variar, cambiar o 
transformar las cosas, como por ejemplo variar  la serie de un arma de fuego la finalidad de 
modificarla puede ser para que no sea identificada por su propietario por razones de robo o 
para convertirla en un instrumento más peligroso. 
Almacenar.- Se entiende por este verbo rector como aquella acción del sujeto activo 
de guardar armas o materiales peligrosos en un espacio determinado, como por ejemplo 
depósito, almacén. 
Suministrar.- Se entiende por suministrar el que da algo a otro por cualquier título, 
como proveer un arma o munición a quien lo necesite, sin tener la debida autorización para 
realizar dicha entrega. 
Comercializa.- Este verbo rector, hace referencia aquel sujeto que vende arma de 
fuego o municiones sin contar con la autorización respectiva para hacerlo. 
Usar.- Se entiende por este verbo aquella acción de hacer algo para para un fin 
determinado, también se puede entender como aquella acción y efecto de utilizar un cierto 
objeto. 
Portar.- Se entiendo por portar, como llevar un objeto de una parte a otra y llevar 
sobre sí, esta portación implica la posibilidad de trasladar el arma de fuego de un lugar a 
otro. 
Tener en su poder. - Este verbo implica que el sujeto activo una relación medial con 
los materiales o instrumentos peligrosos, no es necesario que el poseedor sea el titular del 
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arma o instrumento peligroso, sin embargo, es necesario que exista una relación de 
posesión entre ellos. 
El delito en comento dentro de su estructura típica exige la existencia de un sujeto 
activo, el mismo que no exige condición especial alguna del sujeto que realiza la acción 
penal, siendo cualquier persona la que pueda cometer el ilícito penal. En ese sentido 
conforme a la descripción del dispositivo legal regulado en el artículo doscientos setenta y 
nueve código penal, para referirse a quien realiza la acción señala la expresión “el que”, 
hace mención a que puede ser un sujeto común el que pueda cometer el ilícito penal. 
Además, el sujeto que realiza la acción penal debe tener una relación con el arma 
poseída, es decir que dicho instrumento que encuentre al sujeto activo debe disponer 
libremente de su utilización, así como poseerla. Por otro lado, tiene la calidad de sujeto que 
es afectado por acción de poseer un arma de fuego ilegal, es el Estado, entendiéndose como 
la sociedad en su dimensión general. 
La coautoría en el delito de TIAF García (2016), se desarrolla de propia mano por el 
autor, por ende, solo podría ser cometido aquella persona que posee el arma de fuego de 
forma exclusiva, sin embargo, podría darse el supuesto de la existencia de varios 
propietarios del arma de fuego o que se encuentre en poder de varios sujetos, 
configurándose de ese modo la tenencia compartida, 
En cuanto a la imputación subjetiva, el código penal en su artículo once regula delitos 
y faltas, la acción u omisión realizada por el sujeto puede ser doloso o culposa ambas se 
encuentran penadas por la norma penal, la estructura típica del delito de tenencia ilegal de 
arma de fuego solo puede ser cometido de forma dolosa, no existiendo la configuración por 
culpa. 
En ese sentido, poseer armas de fuego sin la debida autorización configuraría 
dolosamente el ilícito regulado en código penal pues existe un conocimiento y voluntad de 
realizar la acción típica regulada en el mencionado dispositivo legal. 
La tentativa es uno de los elementos de cualquier tipo penal, en ese sentido la 
tentativa, mencionando lo señalado en la R.N. N° 2849-2003-LAMBAYEQUE, señala por 
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tentativa como el inicio de los actos de ejecución del delito, esto es, la manifestación de 
actos precisos para producir el resultado del delito, además se exige la voluntad del autor de 
cometer el ilícito penal, a sabiendas de la peligrosidad que conlleva poseer un arma de 
fuego sin la autorización legal.  
  Reyes (2016), refiere haciendo mención a Fernández, el delito TIAF en grado 
tentativa sancionan al sujeto que coloca en riesgo un determinado bien jurídico, siendo 
estructuralmente idénticas, por ende, no pueden ser consideradas formas progresivas de 
ataques al bien jurídico, la diferencia que existe en estas dos figuras es que la tentativa es 
un amplificador del tipo, mientras que los delitos de peligro se rigen por la conducta 
autónoma del sujeto.  
Por lo antes mencionado se puede decir que hablar de tentativa en el delito analizado 
se estaría aplicando una tentativa de tentativa, pues el poseer un arma de fuego no lesiona 
ningún bien jurídico, por lo que al no existir daño al mismo se entiende que no se ha 
cometido el ilícito penal. 
García (2015), la antijuricidad es otro de los elementos regulados en el TIAF, la 
misma que hace referencia a que el sujeto que porta un arma de fuego constantemente 
amenaza en poner en peligro determinados bienes jurídicos, es decir, la explicación de la 
antijuricidad de acciones se deriva del hecho de que el sistema jurídico no solo está 
conformado por prohibiciones, sino que es necesario conocer las autorizaciones bajo 
determinados presupuestos. 
La culpabilidad dentro del delito de posesión ilegitima de arma de fuego, refiere 
Muñoz (2012), que la naturaleza jurídica del mencionado delito es de mera actividad y 
peligro abstracto siendo indispensable la culpabilidad en el mismo, debiendo ser obligatorio 
que el sujeto tenga conocimiento de ilicitud de la posesión del arma. 
La consumación en el estudiado delito, es formal, estando presentes los componentes 
definitorios de la posesión en tanto conducto, podrá afirmarse su perfeccionamiento, la 
consumación es instantánea, cuando se realizan los elementos del tipo, está instantaneidad, 
empero, no es óbice para reconocer que el comportamiento del poseedor prolonga su 
11 
 
relevancia normativa más allá de la consumación. 
 El verbo rector que exige el delito analizado es que el sujeto que ejecuta la acción 
debe tener en su poder y esfera de dominio el arma de fuego, debiendo ser está permanente 
con el ánimo de usarla en un determinado momento teniendo el conocimiento que carece de 
licencia administrativa que le permita tenerla. 
Para la configuración del delito TIAF se exige que el agente mantenga en su posesión 
un arma sin autorización para portarla. En ese sentido, si bien el tipo penal no exige que se 
configure resultado alguno, la mera posesión o posesión fugar no son relevantes para la 
consumación del delito, puesto que, se estaría asumiendo un reproche penal por la 
determinación de una relación material entre el sujeto y el arma lo que excluiría toda clase 
de elemento subjetivo dolo. 
El sistema penal peruano ha establecido como sanción aquellas personas que 
infringen bienes jurídicos, la pena, en la doctrina se ha establecido diferentes conceptos 
sobre pena, para Cabanellas (2002), se entiende como aquella consecuencia del ilícito penal 
que recae sobre el sujeto activo de la acción penal, es decir puede ser entendida como el 
sufrimiento, castigo y dolor para el imputable, teniendo como fin compensar el mal 
causado, teniendo como fin compensar el daño causado o emendar su accionar, cuando sean 
penas destinadas a la rehabilitación del procesado, siendo que en otros estados se aplican 
penas más severas como la pena de muerte, la misma que tiene como fin el cese del 
condenado. 
La anterior medida buscar lograr el pavor de los demás ciudadanos que al incumplir 
lo señalado por la norma, pueden ser sometidos al mismo castigo, además de lograr vivir en 
armonía en sociedad, aunque imponer penas drásticas no ayuda a la paz en sociedad, sino 
que exista en los ciudadanos un temor grande que definitivamente los haga disuadir ante la 
eventual tentación de delinquir. 
Prado (2000), señala respecto al concepto de pena como aquel resultado jurídico del 
delito que se concreta con la restricción de bienes jurídicos del procesado, la misma que se 
concretiza mediante una sentencia condenatoria emitida por el juez penal, en ese sentido, 
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Jescheck (1981), refiere que la pena establecida en dispositivos legales transgrede los 
derechos del proceso como el de libertad. 
La sanción que establece el derecho penal para aquella persona que ha lesionado 
derechos es la pena, la misma que es entendida como aquella consecuencia del ilícito penal, 
sin embargo, el castigo que se imponga debe respetar la finalidad preventiva, protectora y 
resocializadora, tal como se regula en el artículo noveno del título preliminar del código 
penal. 
Cuando la norma penal, menciona que la pena es preventiva de libertad, hace 
referencia que la misma tiene como fin evitar que los ciudadanos realicen hechos que 
transgreda aquellos bienes jurídicos protegidos por nuestro Estado, es decir, busca que se 
ocasione los hechos delictivos. 
En esa misma línea Prado (2000), nos dice que la pena que se regula en un 
determinado delito tiene como consecuencia para el procesado la vulneración de ciertos 
bienes jurídicos, es decir, aquella persona que comete algún ilícito penal como 
consecuencia que se impongan sanciones severas afectando así su derecho a la libertad, por 
lo que el Juzgador al emitir una sentencia en contra del procesado  debe realizarlo 
respetando los principios de legalidad, debido proceso y motivación de resoluciones. 
Muñoz (2000), nos señala que existe una gran diferencia entre la definición de 
función y fines de la pena, el primero de ellos nos dice que la pena interpuesta al procesado 
busca resguardar los bienes jurídicos que el Estado busca proteger, mientras que el segundo 
tiene vinculación con las teorías de la pena como la absoluta, relativa y mixta. 
La doctrina ha establecido que la pena es entendida como aquella sanción al 
procesado por haber afectado bienes jurídicos de otro sujeto, también se ha desarrollado 
que existe una clasificación respecto a las penas, teniendo en cuenta teorías modernas y 
tradicionales respecto de ello. 
Carrara (1956), señala que las penas pueden ser clasificadas en diferentes formas 
como las capitales, que fenecen la vida del acusado, también se encuentran las que buscan 
hacer sufrir al delincuente sin causar la muerte del individuo también llamadas corporales, 
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porque producen dolor corporal, e indirectas o negativas, que le impiden u obstaculizan el 
ejercicio de la libertad; infamantes, que recaerían sobre el honor, y pecuniarias, que 
menoscabarían su patrimonio. 
Peña (2011), la pena fue inventada con el objetivo de causar dolor y sufrimiento aquel 
sujeto responsable del hecho ilícito, buscando dar a conocer a los demás ciudadanos que si 
cometían algún acto contra la ley sufrirían el mismo castigo y procedimiento. 
Sin embargo, otros doctrinarios han sostenido otra forma de clasificar las penas como 
Morillas (1991), sostiene que las penas pueden se clasificadas por su duración y gravedad 
en: graves y leves, temporales y perpetuas, reparables e irreparables; por su finalidad en: 
aflictivas y correccionales; por su división o no en grados, en divisibles e indivisibles; por 
su aplicación aislada o en compañía de otras en: únicas, conjuntas y alternativas; Por su 
aplicación prima facie o en defecto de otras, en primarias y sustitutivas; por su realidad 
autónoma o dependiente en: principales o accesorias; por la materia sobre la que recaen en 
corporales, privativas de libertad, retributivas de libertad, privativas de derechos y 
pecuniarias. 
En ese sentido en diferentes países, se han establecido distintos criterios dogmáticos 
sobre la clasificación de la pena teniendo relevancia en cada país, no obstante, a lo largo del 
tiempo estos criterios han variado, llegando a determinar que la pena de libertad es 
considerada como, arresto, reclusión, prisión, asimismo van desapareciendo tales 
denominaciones, llagando a la pena privativa de la libertad. 
La pena privativa de la libertad. Sin duda una de las sanciones más graves que ha 
establecido nuestro sistema jurídico ante la afectación de bienes resguardados en materia 
penal, es la imposición de penas efectivas que atentan contra la libertad del sujeto activo de 
un determinado delito, recluyéndolo en un centro penitenciario. 
En ese sentido Carrara (1996), señala respecto a la pena de libertad es entendida 
como aquel encerramiento del procesado en un determinado lugar o espacio, siendo por lo 
general en un centro penitenciarios, cárcel, casa de disciplina, en donde se le restringe de 
manera temporal su libertada ambulatoria por un determinado periodo. 
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Un principio, es un dogma que busca en un determinado Estado la valoración de 
justicia, es decir, son directrices que orientan al operador de derecho a tomar una decisión 
siendo que un momento histórico determinado informa del contenido de las normas 
jurídicas de un Estado. 
Se debe entender como principios constitucionales, como aquellos preceptos 
normativos que tienen como fin limitar el poder político de un determinado estado, ello con 
la finalidad de evitar arbitrariedad e injusticia, debe ser entendido como normas jurídicas 
que integran el sistema constitucional. 
Las directrices constitucionales son normas de carácter constitucional con fuerza 
vinculante, cuya eficacia y aplicabilidad está supeditada a un desarrollo normativo 
complementario, los mismo que deben ser aplicados en caso de vacíos legales para la 
solución de un determinado hecho. El Juez tiene la obligación de respetar los principios 
constitucionales, puede los mismos emanan de la carta magna siendo la misma la norma 
con superior jerarquía en un determinado Estado.  
Nuestro ordenamiento jurídico contiene una lista de principios constitucionales como 
razonabilidad, legalidad, proporcionalidad, debido proceso, entre otros, por lo que el 
presente trabajo de investigación se encargará de analizar la doctrina y jurisprudencia de los 
principios de proporcionalidad y humanidad de penas, con la finalidad de determinar la 
importancia de tener en cuenta al emitir una sentencia los principios antes mencionados 
dentro del delito tenencia ilegal de arma de fuego. 
 El principio de proporcionalidad según el doctrinario Zafarroni (2006), es que el 
legislador al emitir un sentencia o decisión sobre un hecho delictivo debe realizarlo 
conforme a los lineamientos del principio de proporcionalidad con el fin de salvaguardar y 
garantizar los derechos de cada investigados, pues en estos casos evidencia un 
enfrentamiento entre principios y/o bienes jurídicos con la finalidad de obtener una 
sentencia justa. 
Según León (2018), refiere que cada ordenamiento jurídico no solo se encuentra 
regulados por normas jurídicas, sino, además, por principios, el cual involucra el 
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reconocimiento de cómo aplicar el derecho en determinados casos, en ese sentido, el 
principio de proporcionalidad resulta ser inherente al modelo de principios que representan 
nuestro Estado democrático. 
 El principio de proporcionalidad, debe considerarse como una herramienta de suma 
importancia en cualquier estado de derecho, pues su finalidad, es cumplir con el control de 
los actos que realizan los poderes públicos, es decir, lo que busca es que cada funcionario 
público que posea poder deben emitir decisiones respetando los derechos de cada persona 
en aras de evitar que se afecten estos derechos, más aún cuando se someten a un proceso 
judicial penal. 
El principio de proporcionalidad en el ámbito penal refiere Villavicencio (2006), que 
la pena se entenderá proporcionada cuando la reacción penal tenga en cuenta las 
circunstancias y el principio de mínima intervención, es decir, busca un equilibro positivo 
frente al daño ocasionado por la acción del sujeto debiendo el juzgador tener en cuenta el 
principio de proporcionalidad cuando emita una sentencia analizando la conducta realizada 
por el procesado con el daño causado a la víctima debiendo ser razonable al imponer su 
decisión final. 
Lascurain (2005), refiere que la conducta típica realizada por el sujeto activo cuando 
afecta bienes jurídicos implica la intervención minina del derecho penal para sancionar por 
su accionar, sin embargo, la sanción que se imponga al investigado debe estar justificada, 
debiendo guardar relación entre la conducta realizada y el acto cometido exigiendo la 
proporcionalidad entre ambos, dicho de manera negativa, las leyes penales carentes de 
fundamento y las penas excesivas están prohibidas por la libertad garantizada 
constitucionalmente. 
El principio de proporcionalidad debe intervenir en los casos vinculados a derechos 
fundamentales, limitando la actuación estatal de cualquier actividad de control, entonces se 
debe decir que el principio de proporcionalidad tiene mayor importancia en materia penal, 
pues al debatirse derechos fundamentales debe tomarse una decisión fundada en derecho 
salvaguardando los derechos inherentes fundamentales de cada proceso. 
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Jimbo (2011), refiere que cuando el principio de proporcionalidad es menos utilizado 
por los operadores transgrede derechos y libertades de los ciudadanos, este se observa 
cuando someten a los acusados a medidas desproporcionadas como las sanciones penales 
privan de la libertad a una persona para reguardar bienes jurídicos de poca relevancia en un 
determinado Estado derecho.  
El autor Aguado (1999), hace referencia que el principio de proporcionalidad en el 
campo penal se debe tener en cuenta la determinación de la pena la misma que es prevista 
por el legislador y la determinación judicial de la pena la misma que la realiza el juez al 
momento de evaluar la conducta delictiva, donde debe aplicar los principios generales del 
derecho en cada caso concreto. 
Castillo (2002), nos dice que, para aplicar el principio de proporcionalidad de la pena, 
el legislador debe valorar la estimación del bien jurídico tutelado, desde su perspectiva 
social y constitucional, por lo que mientras mayor sea el valor del bien jurídico tutelado 
mayor debe ser la sanción impuesta, caso contrario se debe imponer penas menores cuando 
el bien jurídico sea de menor relevancia. 
Urquizo (2002), refiere que el principio de proporcionalidad se presenta como un 
mecanismo al límite al ejercicio de poder estatal, en cuanto a cualquier incompatibilidad 
debe resolverse a favor del principio de proporcionalidad debiendo poseer las siguientes 
características, el medio utilizado por el legislador debe ser adecuado y necesario para 
alcanzar el objetivo propuesto, será el medio adecuado aquel que pueda lograr el resultado 
deseado. 
Sánchez (2015), refiere que la sanción penal necesariamente tiene que ser 
proporcional cuando se busca la prevención especial como cierto orientador de la pena y la 
resocialización del acusado a quien se le impone, es por ello que algunos doctrinarios se 
señala la importancia del principio de proporcionalidad ya no en orden al castigo sino a la 
razón de ser de las causas de justificación.  
De lo antes mencionado, se puede decir que el legislador al emitir sentencia 
condenatoria al procesado debe realizarlo teniendo en cuenta la grandeza del daño causado 
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al bien protegido del sujeto pasivo pues de existir una afectación menor la sanción aplicarse 
debe ser de menor, sin embargo, si el daño causado al bien jurídico es grave debe aplicarse 
una pena grave, ello sería proporcional y razonable. 
Yenissey (2016), refiere que el principio de proporcionalidad se aplica en todos los 
ámbitos del derecho, teniendo mayor importancia en el campo del derecho sancionador, es 
por ello que se debe tener en cuenta la operatividad del mismo cuando el juzgador 
sanciones conductas delictivas a través de la afectación de los derechos como el de la 
libertad ambulatoria. 
García (2004), refiere la norma penal tiene como fin que la pena a imponerse a un 
sujeto por la comisión de hecho delictivo debe realizarse conforme a estándares mínimo y 
máximo, el juez al analizar el aspecto mínimo de la pena dentro de un proceso debe 
realizarlo conforme al bien jurídico protegido. 
Castillo (2002), sostiene la disminución penal que otorgue el juez a un determinado 
procesado debe realizarlo teniendo en cuenta el elemento subjetivo del delito, es decir, 
determinando si el sujeto actuó con dolo o culpa, en ese sentido, el principio de 
proporcionalidad no se excluye aspectos objetivos. 
En ese sentido el juez cuando desee determinar si un sujeto actúa con dolo o culpa 
debe también analizar los aspectos psíquicos y legales de la conducta del mismo a fin de 
emitir una decisión de acorde a derecho congeniada con el principio de humanidad de pena. 
Méndez (2008) señala respecto al principio de proporcionalidad se encuentra 
estructurado por tres sub-principios de: idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido 
estricto, enfocándonos en el presente trabajo en su concepción en sentido amplio. 
Cuando el legislador regule la pena en un determinado delito, debe ser aplicada en 
forma proporcional al delito y el hecho causado, de tal forma que no se aplique al 
procesado penas excesivas ni crueles, ni tampoco aplicar penas inferiores, sino debe aplicar 
penas congruentes con el daño causado al bien jurídico. 
Entender a la proporcionalidad en la pena nos orienta a establecer un castigo justo y 
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razonable para el bien jurídico que se pretende proteger teniendo el fin de rehabilitación del 
procesado, buscando siempre generar un efecto disuasivo sobro los demás ciudadanos. 
Otro de los principios que el legislador debe tener en cuenta al emitir una sentencia 
condenatoria es el principio de humanidad de la pena, este principio hoy se ha 
dimensionado en dos aspectos fundamentales: el primero de ellos se asocia al llamado 
derecho penal mínimo o de última ratio que viene exigiendo a los ordenamientos jurídicos 
el establecimiento de penas de no tan larga duración y la búsqueda de soluciones 
alternativas a su imposición bajo ciertas circunstancias que determinen las respectivas 
normas nacionales y por otro lado para aquellos casos en que las penas deban 
necesariamente ejecutoriarse de manera institucionalizadas emplear en ellos formas que no 
sean atentatorias de la dignidad humana, que desarrollen en el sujeto capacidades de 
adaptación a la vida bajo el respeto de las normas de convivencia social. 
Benito (2004), R.N. N° 935-2004-CONO NORTE, el principio de humanidad es 
entendida como la aceptación y respeto a las leyes penales, debiendo aplicar penas sin 
causar temor en los ciudadanos, no aceptando fundamentos experimentales por lo que la 
sanción penal deber ser orientada teniendo en cuenta que la dignidad e igualdad en 
derechos de la persona procesada, no aceptando la imposición de penas crueles. 
Fernandez (1998), el principio de crueldad tiene como finalidad el rechazo de toda 
sanción penal que sea exagerada para el investigado dado que se debe aplicar penas 
humanitarias, en el sentido que se impongan sin crueldad ni sufrimientos para el procesado 
teniendo en cuenta los parámetros de los derechos humanos. 
Terragni (2017), el principio antes mencionado tiene nexo con el de proporcional, 
dado que si bien es correcto sancionar a quien lesione cierto derecho de otro sujeto esta 
sanción no puede perder su proporcionalidad con la lesión y culpabilidad, evitando un dolor 
injustificado e inadecuad con la acción. 
Otro de los aspectos que se vincula con el tema está referido a la duración excesiva de 
las penas, parte integrante del atribuido carácter de degradante e inhumano que a esta 
sanción penal se le viene atribuyendo, postura que defiende la idea de la imposibilidad de 
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hablar de fines resocializadores en tales circunstancias. En tal sentido ha expresado el 
tribunal europeo de derechos humanos en resoluciones dictadas en procesos de distintos 
países europeos. 
El derecho comparado es una disciplina de derecho que busca comparar las 
soluciones que ofrecen diversos Estados referente a los mismos casos planteados, en ese 
sentido, se tiene que otros países también han regulado la figura de TIAF, siendo necesario 
que en el presente trabajo de investigación se proceda a comparar las penas que regulan 
otros ordenamientos jurídicos referente al delito que se viene estudiando. 
En Ecuador se ha establecido legalmente la prohibición de fabricación, importación y 
exportación de arma de fuego, refiere en su artículo treinta y uno que quien tuviera en su 
poder armas, será reprimido con pena efectiva no menor de tres ni mayor a seis años, como 
se puede apreciar la sanción establecida en la mencionada ley hace referencia a una pena 
por debajo a la establecida en nuestra legislación. 
Asimismo, la normativa penal ecuatoriana ha tipificado el delito de posesión ilegitima 
de pistola de fuego de particulares será sancionado con prisión de uno a cinco años y multa 
de nueve a cuarenta y cuatro dólares de los Estados Unidos América. 
La conducta con dolo del sujeto de forma reiterada en este ilícito penal, se impondrá 
como pena la reclusión del procesado de tres a seis años, por lo que es necesario que en el 
proceso penal se acredite la conducta repetitiva del sujeto, evidenciando su intención de 
originar el ilícito penal.  
En el ordenamiento jurídico peruano SUCAMEC, es el órgano encargado de emitir la 
licencia para el uso de arma de fuego, la misma que es otorgada cumpliendo los requisitos 
exigidos por la misma, en cambio, en Ecuador el órgano facultado de extender el permiso 
de portar armas, es el Ministerio de Defensa Nacional. 
 Asimismo, la persona que resida en Ecuador como ya se mencionó líneas arriba en 
caso desee portar un arma de fuego debe realizarlo teniendo la autorización respectiva, caso 
contrario, la autoridad militar cuentan con la autorización para incautar y derivar las armas 
o municiones de procedencia extranjera y nacional que no cuenten con la autorización a la 
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Dirección de logística del comando de las fuerzas armadas. 
En Argentina el delito de TIAF y su portación tiene la finalidad de combatir el alto 
índice de criminalidad, regulada en el artículo ciento ochenta y nueve de la Ley N° 25886, 
la misma que refiere que el mencionado articulado tiene naturaleza de peligro abstracto, 
asimismo hace referencia que si el sujeto no cuenta con la licencia otorgada por el RENAR 
para portar arma de fuego, se configuraría el mencionado artículo imponiendo una pena 
pecuniaria (multa) de entre mil y diez mil pesos. 
En el código penal español ha señalado que referente al delito de TIAF, como un 
delito de peligro abstracto en el ámbito del derecho penal del riesgo, haciendo referencia 
que solo se evidencia una aptitud por parte del sujeto de producir un riesgo, en ese sentido, 
se ha establecido en el artículo 563º del Código Penal.  
Podemos estar hablando de tenencia, tráfico o depósito de armas, municiones, 
explosivos e incluso de delitos de terrorismo. Este artículo somete a pena de cárcel de uno a 
tres años, por otro lado, la tenencia ilícita de armas cortas, pueden suponer penas de cárcel 
de entre uno a dos años, mientras que, si se trata de armas largas, la pena será de entre seis 
meses a un año de cárcel. 
Como se puede observar en el delito de tenencia ilegal de armas de fuego en la 
legislación española ha establecido penas menores respetando así el principio de 
proporcionalidad de las penas, a diferencia de nuestro ordenamiento jurídico que ha 
establecido penas no menores a seis años un mayor a diez años, logrando establecer una 
enorme diferencia entre ambos. 
En ese orden de ideas cabe formular el siguiente problema: ¿De qué manera la pena 
establecida en el delito de tenencia ilegal de arma de fuego regulado en el artículo 
doscientos setenta y nueve - G del código penal afecta los principios de proporcionalidad y 
humanidad de las penas? 
Por ello la investigación se justifica dado que, nuestro ordenamiento jurídico 
promueve la protección jurídica a bienes jurídicos utilizando el derecho penal para cumplir 
su objetivo protector estableciendo muchas veces pena excesiva en los tipos penales como 
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el delito de tenencia ilegal de arma de fuego, por lo surge del debate y discusión entre 
doctrinarios del derecho penal y frente a las penas reguladas en el delito de tenencia ilegal 
de arma de fuego, el cual impone como pena privativa de la libertad no menor de seis años 
ni mayor a diez años, evidenciándose así una desproporcionalidad de las penas en 
comparación a otros delitos. 
Por consiguiente, la presente investigación analizará doctrina y jurisprudencia del 
delito de TIAF, se estudiará las resoluciones que contienen las sentencias que dictan penas 
efectivas no menores a seis años evidenciando así una vulneración a derechos 
fundamentales como el de la libertad del procesado que por el hecho de tener un arma de 
fuego sin licencia vulnera su derecho. 
De este modo, la hipótesis de la investigación es que la pena establecida para el delito 
de tenencia ilegal de armas de fuego afecta los principios de proporcionalidad y humanidad 
de las penas, porque el delito de tenencia ilegal de armas es un delito de peligro abstracto 
que no exige un daño material a un bien jurídico para su consumación, por lo que la pena 
establecida es excesiva. 
El objetivo general se centra en determinar si la pena establecida en el delito de 
Tenencia ilegal de arma de fuego regulado en el artículo 279º-G del Código Penal afecta los 
principios de proporcionalidad y humanidad de la pena. 
Asimismo, los objetivos específicos son: analizar doctrinaria, legislativa y 
jurisprudencialmente el delito de tenencia ilegal de armas de fuego; analizar doctrinaria, 
legislativa y jurisprudencialmente el contenido del principio de proporcionalidad y 








2.1.  Tipo y diseño de investigación 
El diseño de la investigación es no experimental, pues según refieren Hernández, 
Fernández, y Baptista (2014) el estudio se basa en observar fenómenos en su contexto 
natural, para posteriormente analizarlos, por lo que no se generará ninguna situación sino 
que se observan las ya existentes, dado que las variables independientes ocurren y no es 
posible su manipulación ni influencia por parte del investigador, debido a que éstas 
previamente ya sucedieron y sus efectos incluso ya han sido desplegados.  
Ahora bien, dentro de los tipos de investigación no experimental, se encuentra el 
método descriptivo, el cual según refiere Niño (2011) describe la realidad objeto de estudio, 
y permite especificar cualidades, características, rasgos de un fenómeno pero en un 
determinado tiempo , y en ese mismo sentido Hernández, Fernández, y Baptista (2014) 
afirman que lo que se pretende es medir o recoger información de las variables, de esta 
manera no busca indicar cómo se relacionan y su utilidad radica en que muestran con 
precisión los ángulos o dimensiones de un fenómeno, suceso, contexto o situación.  
El tipo de diseño no experimental, permite la aplicación de los instrumentos de 
recolección de datos, en este caso la encuesta de opinión, la cual permite la aplicación y 
recolección simultanea de datos en un determinado espacio y tiempo, ya que estamos ante 
una investigación descriptiva explicativo que permite entender la sintaxis teóricas y 
doctrinarias con las observaciones realizadas en el trabajo de campo. 
2.2. Operacionalizaciòn de variables  
Behar (2008), las variables son entendidas como cuestiones que pueden ser 
examinadas por un grupo de investigadores, o personas que tengan conocimientos sobre el 
tema investigado, asimismo, se puede decir que una variable presenta distintas 




Variable Independiente: Principio de proporcionalidad. Debe intervenir en los casos 
vinculados a derechos fundamentales, limitando la actuación estatal de cualquier actividad 
de control, entonces se debe decir que el principio de proporcionalidad tiene mayor 
importancia en materia penal, pues al debatirse derechos fundamentales debe tomarse una 
decisión fundada salvaguardando los derechos inherentes fundamentales de cada procesado. 
Por otro lado, el principio de humanidad de pena, tiene como fin limitar el ius puniendi del 
Estado respecto de la pena establecida en cada precepto normativo, ya que busca que el 
juez sancione lo más humano posible.  
Variable Dependiente: TIAF. El ilícito penal regulado en el artículo doscientos 
setenta y nueve inciso G del cuerpo penal, se configura cuando el sujeto activo entre otros 
supuestos, sin autorización alguna posee un arma de fuego sin la licencia administrativa, no 
exigiendo un resultado o daño a un determinado bien jurídico siendo un delito de peligro 
abstracto. 
Tabla 1. Operacionalización de variables 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
  
VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES 
Variable independiente: 
Principio de proporcionalidad 
y humanidad de las penas 
- Doctrina jurídica. 
- Norma legal. 
- Jurisprudencia 
jurídica. 
- Concepto de los principios 
de proporcionalidad y 
humanidad de pena. 
- Tipificación normativa de 
los principios. 
Variable dependiente: 
Delito de tenencia ilegal de 
arma de fuego 
- Normatividad.  





- Concepto y regulación del 
delito de tenencia ilegal de 
arma. 
- Tipicidad Objetiva del 
delito. 
- Jurisprudencia Nacional 
sobre el delito de tenencia. 
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2.3.  Población, muestra y muestreo 
Niño (2011) afirma que, para que exista una alta confianza en una investigación se 
debe aplicar la técnica del muestreo, mediante la cual se determina y calcula la muestra de 
una población dentro del criterio de asegurar su confiabilidad necesaria para adelantar una 
investigación.  
En el presente caso se hará uso del muestreo probabilístico en su vertiente de 
muestreo simple al azar o muestreo aleatorio simple con el fin de determinar la muestra de 
la misma investigación, y según refiere Niño (2011), la muestra se elige al azar, bajo el 
principio de que todas las unidades deben tener la misma posibilidad de ser escogidas, 
mediante una estrategia que evite la influencia de las preferencias y deseos del investigador.  
De este modo, la presente investigación será en torno a una muestra determinada por 
15 especialistas en materia penal fiscales, abogados penales y jueces, los cuales 
coadyuvaran en el análisis de los criterios para determinar si la pena establecida en el ilícito 
de TIAF vulnera los principios de humanidad de pena y proporcionalidad. 
En el presente trabajo de investigación la población estará constituida por 15 
operadores del derecho. 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiablidad 
Palella y Martins (2012) afirman que cuando se realiza el contacto directo con la 
realidad objeto de investigación, se hace necesario de la utilización de técnicas o 
instrumentos de recolección de datos, entre los cuales se encuentra la observación, que 
permite percibir los hechos directamente, tal como ocurren naturalmente, sin ninguna 
intermediación.  
Además de la observación en la presente investigación se hará uso de la encuesta, 
siendo según Palella y Martins (2012) en el caso de la entrevista permite la recolección de 
datos mediante un instrumento en el que se emplea un listado de preguntas escritas que se 
entregan a los sujetos.  
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El instrumento fue diseñado por el investigador del presente proyecto de tesis 
conforme a los lineamientos establecidos por la operacionalización de las variables, 
partiendo de la observación que se ha realizado en el proceso mismo del desarrollo del 
estudio; es así que se diseñó y aplicar una encuesta dirigida a los operadores del derecho. 
La validación se ha determinado a través de la técnica del juicio de experto, 
constando en la presente investigación un documento denominado constancia de 
validación; el cual inicia con los datos del especialista, después la guía de pautas y 
cuestionario, que se dividen en nueve ámbitos, primero la claridad, segundo la objetividad, 
tercero la actualidad, cuarto la organización, quinto la suficiencia, sexto la intencionalidad, 
sétimo la consistencia, octavo la coherencia y noveno la metodología; en donde el 
especialista después de realizar las observaciones pertinentes, formula las apreciaciones 
divididos en cinco niveles, siendo deficiente, aceptable, bueno, muy bueno y excelente. 
Finalmente firmar la constancia en señal de culminación del proceso. 
2.5. Procedimiento 
En la investigación se realizó en primer orden la recolección de información como 
libros, trabajos de investigación, artículos jurídicos, revistas científicas y archivos de 
internet, vinculados al tema de investigación con el fin de poder desarrollar 
doctrinariamente y jurisprudencialmente el contenido del mismo. 
Posteriormente, se ha procedido a interpretar la información obtenida, así como los 
diferentes instrumentos para poder elaborar la presente investigación, como la elaboración 
de encuesta con el fin de poder obtener información relevante de los especialistas respecto 
del tema. 
La hermenéutica jurídica es la base fundamental de trabajo de investigación pues nos 
permite realizar un análisis jurídico y doctrinario de las teorías relacionadas al tema de 
investigación, así como aplicar de forma precisa la interpretación de los elementos teóricos 




2.6. Método de análisis de datos 
Se aplicará el método hermenéutico, siendo que, Niño (2011) señala que es 
fundamental para cualquier estudio acerca del hombre en el sentido de que es una 
característica del propio fundamento del hombre y, pues la hermenéutica debe estar en la 
base y en el fundamento de toda teoría acerca del ser humano, siendo considerada como el 
corpus de la investigación, que se ocupa de la interpretación, el cual intenta poner al 
descubierto el sentido original de los textos.  
Entonces se tendrán tres pasos: primero es la selección de la información para 
distinguir lo que sirve de aquello que es desechable; después es la triangulación del marco 
teórico como acción de revisión y discusión de manera reflexiva de la literatura 
especializada, actualizada y pertinente sobre la temática abordada; y por último la 
interpretación de  la información que constituye en sí misma el momento hermenéutico 
propiamente tal, donde se construye conocimiento nuevo en esta opción paradigmática. 
2.7. Aspectos éticos 
Se utilizarán los siguientes criterios: 
Conocimiento y asentimiento: siendo que al participante se le informa todo acerca de 
los ítems y criterios aplicados en la investigación, para ello suscriben con su firma en una 
hoja su asentimiento 
Riesgo: El presente proyecto de investigación se ha realizado en base al análisis de un 
hecho real en donde no hay intervención del participante por ende no existe riesgo alguno 
de suscitarse algún daño físico tras el desarrollo esta investigación. 
El presente trabajo de investigación se ha realizado con basamento en los hechos 
cotidianos con consecuencias jurídicas, contrastada con información obtenida de medios 
digitales, como bibliotecas físicas o virtuales, internet, revistas; también se ha procedido a 
citar pertinentemente a los autores de las bibliografías utilizadas, en consecuencia, la 
investigación es auténtica, es decir, no contiene plagio alguno. Siendo que está regida en el 
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marco de los lineamientos de autenticidad. Por lo tanto, se cumple con las exigencias y las 
formalidades para realización y desarrollo del proyecto conforme a lo exigido. 
Se utilizarán los criterios de conocimiento y asentimiento y del riesgo; siendo que, en 
el primero, se le informa al participante de los ítems y criterios aplicados a la investigación, 
suscribiendo su firma en señal de aceptación. En cuanto al riesgo, no existe dado que la 









En el presente capítulo se aprecian los resultados adquiridos de la aplicación de la 
encuesta aplicada a los operadores de derecho, los cuales se describen en función de los 
porcentajes obtenidos para luego realizar una interpretación de cada una de las preguntas 
formuladas dentro del contexto investigativo.  
De la pregunta número uno del instrumento aplicado a los expertos en derecho penal, 
donde la interrogante fue: ¿Conoce el contenido jurídico del delito de tenencia ilegal de 
armas de fuego, regulado en el artículo 279º-G del Código Penal?, los resultados obtenidos 
muestran que el 100% consideraron que si conocen el contenido legal del TIAF; tal como 
se muestra en la tabla y grafico siguiente: 
En consecuencia, podemos advertir de las respuestas que todos los profesionales 
encuestados conocen el contenido del tipo penal referido, lo cual implica que las respuestas 
que éstos emitan serán acordes a conocimientos sólidos sobre el particular. 
Tabla 2. ¿Conoce el contenido jurídico del delito de tenencia ilegal de armas de fuego, 
regulado en el artículo 279º –G, del Código Penal? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 15 100% 
NO 0 0% 
TOTAL 15 100% 




Gráfico 1. ¿Conoce el contenido jurídico del delito de tenencia ilegal de armas de fuego, 
regulado en el artículo 279º –G, del Código Penal? 
 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
De la pregunta número dos del instrumento aplicado a los expertos en derecho penal, 
donde la interrogante fue: ¿Cuál es el bien jurídico protegido en el delito de tenencia ilegal 
de armas de fuego? los resultados obtenidos muestran que el 100% consideraron que el bien 
jurídico en este delito es la Seguridad Pública; tal como se muestra en la tabla y grafico 
siguiente: 
Tabla 3. ¿Cuál es el bien jurídico protegido en el delito de tenencia ilegal de armas de 
fuego? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
La vida 0 0% 
El patrimonio 0 0% 
Administración publica 0 0% 
Seguridad pública 15 100% 
TOTAL 15 100% 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
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Gráfico 2. ¿Cuál es el bien jurídico protegido en el delito de tenencia ilegal de armas de 
fuego? 
 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
De la pregunta número tres de la encuesta aplicada a los abogados, fiscales y jueces, 
donde la interrogante fue: ¿Considera que es importante aplicar en el proceso penal los 
principos del derecho? consideraron que es crucial que en todo proceso penal debe 
aplicarse los principios generales del derecho; tal como se muestra en la tabla y grafico 
siguiente. 
Las respuestas de los encuestados revelan que los principios del derecho son 
importantes en el proceso penal, por ende, el desconocimiento de dichos principios 
implicaría la falta de idoneidad por parte de los operadores jurídicos, al ser éstos directrices 












Tabla 4. ¿Considera que es importante aplicar en el proceso penal los principios del 
derecho? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Si 15 100% 
No 0 0% 
TOTAL 15 100% 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
 
Gráfico 3. ¿Considera que es importante aplicar en el proceso penal los principios del 
derecho? 
 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
De la pregunta número cuatro del instrumento aplicado a los expertos en derecho 
penal, donde la interrogante fue: ¿La aplicación de los principios en el proceso penal 
permiten?, el 27% consideran que la aplicación de los principios generales de derecho 
limitan el ejercicio del ius puniendi, un 53%  que evita la arbitrariedad judicial en el 
proceso penal y el 20% restante refieren que la importancia de aplicar los principio del 
derecho en el proceso penal es porque permite la interpretación de las normas penales; tal 






Los resultados nos muestran que la gran mayoría de los encuestados afirman que los 
principios evitan la arbitrariedad judicial en el proceso penal, lo cual revela su importancia, 
así como su utilidad al momento de impartir justicia.   
Tabla 5. ¿La aplicación de los principios en el proceso penal permite? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Aplicación racional del derecho penal sustantivo   0 0% 
Limitar el ejercicio del Ius Puniendi  4 27% 
Evitar la arbitrariedad Judicial  8 53% 
La interpretación de las normas penales  3 20% 
TOTAL 15 100% 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
 
Gráfico 4. ¿La aplicación de los principios del derecho en el proceso penal permite? 
 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
De la pregunta número cinco del instrumento aplicado a expertos en derecho penal, 
donde la interrogante fue: ¿Desde su perspectiva en la actualidad la pena establecida en el 
delito de Tenencia Ilegal de Arma de fuego regulado en el artículo 279º-G del Código 
Penal, vulnera los principios de proporcionalidad y humanidad de la pena, teniendo en 
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cuenta que la pena privativa de libertad, es no menor de seis ni mayor de diez años y que es 
un delito de peligro abstracto? el 73% consideran que la regulación de la pena no menor de 
seis ni mayor de diez años establecida en el artículo 279°-G del código penal transgrede el 
principio de proporcionalidad y humanidad de penas a razón de que el mencionado delito 
no exige un resultado o lesión para su configuración y el 27% restante refieren que el 
quantum de la pena regulada en el tipo penal de tenencia ilegal de arma de fuego no lesiona 
el principio de proporcionalidad y humanidad de pena; tal como se muestra en la tabla y 
grafico siguiente. 
Quienes están de acuerdo con esta premisa consideran que el delito de posesión de 
arma de fuego respecto a su pena es exagerada teniendo en cuenta que el bien jurídico 
regulado es la seguridad social y que una sola posesión no lesiona el bien jurídico ya que se 
trata delito de peligro abstracto; otros indican que los márgenes de pena establecida para 
estos delitos no guardan relación de correspondencia con este injusto cometido por el 
agente; en el mismo sentidos otros encuestados afirman que en el delito de TIAF se ha 
regulado una pena excesiva a comparación de otros delitos, esto es, se ha establecido una 
pena elevada, lo cual no sería una medida racional; en esa misma línea otros profesionales 
del derecho afirman que estamos ante un delito de peligro abstracto, y si bien el código 
penal sanciona las conductas en la cuales no se ha concretado el daño al bien jurídico 
protegido (bastando únicamente en la puesta en peligro), la imposición de la pena debe ser 
proporcional y no desmedida, en ese sentido no es necesario la producción de un daño, pues 
la peligrosidad se revela cuando el sujeto comete el hecho, no presentándose aquello en la 
posesión pues no existe un daño, por ende establecer penas elevadas no resulta razonable; 
asimismo otros indican que el derecho penal protege bienes jurídicos y sanciona cuando los 
mismos son lesionados, en el delito de TIAF se aprecia que no se produce lesión a algún 
bien jurídico, por tanto tal conducta no merece la imposición de una pena; además refieren 
que en este delito se debe evaluar muchos aspectos, especialmente el nivel de peligrosidad; 
finalmente, otros encuestados afirman que la pena establecida es desproporcional al peligro 
ante el cual se coloca a la sociedad, debido a que al hacer uso del arma de fuego (solo 
portar) no causa perjuicio a persona alguna. 
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Quienes no están de acuerdo con esta premisa consideran que si bien es cierto en este 
delito se evidencia un peligro abstracto, el portar armas de fuego no está lejos de que dicha 
arma sea utilizada en cualquier situación que implique vulnerar el bien jurídico supremo de 
las personas, como es la vida; otros encuestados sostienen su postura por motivos del alto 
índice de criminalidad en el estado y por el hecho que nadie en su sano juicio anda con un 
arma solo por tenerla; por último, otros encuestados afirman que la pena establecida es 
proporcional al peligro ante el cual se coloca a la sociedad, en tanto que el hacer uso del 
arma no solo causaría perjuicio a una sola persona sino podría causarse a un gran número. 
 
Tabla 6. ¿Desde su perspectiva en la actualidad la pena establecida en el delito de Tenencia 
Ilegal de Arma de fuego regulado en el artículo 279º-G del Código Penal, vulnera los 
principios de proporcionalidad y humanidad de la pena, teniendo en cuenta que la pena 
privativa de libertad, es no menor de seis ni mayor de diez años y que es un delito de 
peligro abstracto? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 11 73% 
NO 4 27% 
TOTAL 15 100% 









Gráfico 5. ¿Desde su perspectiva en la actualidad la pena establecida en el delito de 
Tenencia Ilegal de Arma de fuego regulado en el artículo 279º-G del Código Penal, vulnera 
los principios de proporcionalidad y humanidad de la pena, teniendo en cuenta que la pena 
privativa de libertad, es no menor de seis ni mayor de diez años y que es un delito de 
peligro abstracto? 
 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
De la pregunta número seis del instrumento aplicado a los expertos en derecho penal, 
donde la interrogante fue:  ¿Elevar la pena en el delito de tenencia ilegal de arma de fuego, 
es un mecanismo idóneo para el control del uso de arma fuego, teniendo en cuenta que el 
fin del derecho penal es reducir el alto índice de criminalidad en nuestro país?, el 60% 
consideran que elevar la pena en el delito de tenencia ilegal de arma de fuego no es un 
mecanismo suficiente para el control del uso ilegal y tampoco coadyuva a la reducción del 
alto índice de criminalidad en nuestro país  y el 40% restante refieren que incrementar las 
penas en el delito regulado en el 279°-G es un mecanismo capaz para reducir el uso ilegal 
de arma de fuego y disminuir las altas cifras de criminalidad en nuestro país; tal como se 
muestra en la tabla y grafico siguiente. 
Los encuestados que están a favor de esta posición consideran que el Estado hasta el 






necesario el uso del derecho penal; finalmente, otros afirman que las armas de fuego son 
utilizadas en la comisión de una variedad de delitos 
Los encuestados que están en contra de esta posición manifiestan que los estudios 
criminológicos refieren que el aumento de las penas en los delitos no tiene efectos 
significativos ya que los delincuentes no toman en cuenta la pena al momento de cometer 
un ilícito penal; en ese mismo sentido otros afirman que está comprobado que el aumento 
de las penas para cada injusto penal, no es la solución efectiva para reducir los altos índices 
de criminalidad; del mismo modo otros encuestados sostienen que no existe evidencia 
robusta que indique que el aumento de la pena sirva para mejorar la situación de la 
delincuencia y que la realidad ha evidenciado lo contrario, es decir, el incremento de las 
penas no reduce la criminalidad, la solución debe consistir en una política basada en el 
control exhaustivo tanto de las autoridades administrativas como penales; asimismo otros 
profesionales del derecho han manifestado que se puede apreciar que el Estado en aras de 
combatir el alto índice de criminalidad ha creído conveniente aumentar las penas en los 
delitos, ello no ha sido efectivo dado que aún se aprecia el aumento de reclusos en nuestro 
país; en esa misma línea otros encuestados afirman que incrementar las penas en los delitos 
en general no ayuda a resocializar al investigado, ni ayuda a reducir la criminalidad, se 
debe fortalecer a la SUCAMEC a fin de que pueda controlar y supervisar con mayor 
eficacia el uso de armas de fuego; además indican que el Estado debe utilizar un 
mecanismo que pueda bajar el alto índice de criminalidad, pues al elevar la pena no 
cumpliría los fines de la misma; finalmente otros encuestados sostienen que aumentar las 
penas no ayuda a reducir el alto índice de criminalidad, por tanto se debe trabajar o aplicar 






Tabla 7. ¿Elevar la pena en el delito de tenencia ilegal de arma de fuego, es un mecanismo 
idóneo para el control del uso de arma fuego, teniendo en cuenta que el fin del derecho 
penal es reducir el alto índice de criminalidad en nuestro país? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 6 40% 
NO 9 60% 
TOTAL 15 100% 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
Gráfico 6. ¿Elevar la pena en el delito de tenencia ilegal de arma de fuego, es un 
mecanismo idóneo para el control del uso de arma fuego, teniendo en cuenta que el fin del 
derecho penal es reducir el alto índice de criminalidad en nuestro país? 
 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
 
De la pregunta número siete del instrumento aplicado a expertos en materia penal 
donde la interrogante fue: ¿El Juez penal al emitir sentencias sobre el delito de tenencia 
ilegal de armas de fuego, debe valorar el principio de proporcionalidad y humanidad de la 
pena en aras de proteger el derecho fundamental de libertad del procesado?, el 100% 
consideran que el juez penal al emitir su decisión final en el delito de tenencia ilegal de 





pena pues debe establecer la pena teniendo en cuenta el daño ocasionado ; tal como se 
muestra en la tabla y grafico siguiente. 
Los profesionales del derecho que están de acuerdo con esta posición sostienen que 
todo juzgador debe emplear como criterios jurídicos los principios generales del derecho 
penal como los principios de proporcionalidad, idoneidad y racionalidad; otros indican que 
se debe revisar los antecedentes penales y el historial de casos penales de los procesados, 
actuando de forma eficiente al emitir una sentencia condenatoria o absolutoria; en ese 
mismo sentido otros indican que las penas a imponer deben ser proporcionales al daño 
ocasionado al bien jurídico; del mismo modo otros manifiestan que el juez al emitir un 
pronunciamiento debe tener en cuenta que el derecho que se ve restringido es la libertad, 
por ende la pena debe ser proporcional y razonable; otros indican que es un delito de 
peligro abstracto, el cual no conduce a un resultado con la sola posesión; en ese mismo 
sentido otros encuestados afirman que el juez penal al emitir una sentencia condenatoria 
con pena privativa de libertad debe tener en cuenta cuales son los fines de la pena, por ello 
debe aplicar los principios generales de proporcionalidad y humanidad de la penas en aras 
de resocializar al imputado; finalmente, otros profesionales del derecho sostienen que 
estamos ante un delito de peligro abstracto que no produce un resultado con la sola 
posesión.   
Tabla 8. ¿El Juez penal al emitir sentencias sobre el delito de tenencia ilegal de armas de 
fuego, debe valorar el principio de proporcionalidad y humanidad de la pena en aras de 
proteger el derecho fundamental de libertad del procesado? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 15 100% 
NO 0 0% 
TOTAL 15 100%   





Gráfico 7.  ¿El Juez penal al emitir sentencias sobre el delito de tenencia ilegal de armas de 
fuego, debe valorar el principio de proporcionalidad y humanidad de la pena en aras de 
proteger el derecho fundamental de libertad del procesado? 
 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde 
Finalmente se preguntó: ¿Qué alternativa de solución propondría para que no se 
imponga penas muy severas en el delito de tenencia ilegal de armas de fuego, teniendo en 
cuenta los principios de proporcionalidad y humanidad de la pena?, el 67° consideran que 
se debe modificar el artículo 279°-G del código penal para que no se impongan penas muy 
drásticas en el delito de tenencia ilegal de armas de fuego, el 27% refieren que se 
disminuya la pena acorde al daño causado y la naturaleza jurídica del delito antes indicado 
y el 6% restante sostiene que se debe aplicar beneficios de pena al procesado a efectos de 









Tabla 9. ¿Qué alternativa de solución propondría para que no se imponga penas muy 
severas en el delito de tenencia ilegal de armas de fuego, teniendo en cuenta los principios 
de proporcionalidad y humanidad de la pena? 
RESPUESTA FRECUENCIA PORCENTAJE 
Modificación del artículo 279-G del Código Penal 
para reducir la pena    
10 67% 
Que los jueces celebren acuerdos plenarios para que 
apliquen penas proporcionales  
0 0% 
Reduzca la pena acorde con el daño y la naturaleza 
del delito de tenencia ilegal de armas  
4 27% 
Aplicar beneficios de pena al procesado a efecto de 
reducir la pena  
1 6% 
TOTAL 15 100% 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde. 
Gráfico 8. ¿Qué alternativa de solución propondría para que no se imponga penas muy 
severas en el delito de tenencia ilegal de armas de fuego, teniendo en cuenta los principios 
de proporcionalidad y humanidad de la pena? 
 




La aplicación de la pena es el castigo más severo con el que cuenta nuestro 
ordenamiento jurídico. Una vez que se haya probado la culpabilidad del acusado en un 
debido proceso, el juez emitirá sentencia condenatoria y si ésta es pena privativa de libertad 
efectiva, dispondrá la reclusión del condenado en un centro penitenciario. En el delito de 
tenencia ilegal de arma de fuego que se configura cuando el agente porta un arma de fuego 
sin la respectiva licencia administrativa, tiene una pena de no menor de seis ni mayor de 
diez años. Por lo que en la mayoría de casos se dicta una pena privativa de libertad efectiva, 
lo que, a criterio de la investigadora, es violatoria de los principios de proporcionalidad y 
humanidad, conforme lo veremos en el análisis y discusión de los objetivos del presente 
estudio. 
Objetivo específico 1: Analizar doctrinaria, legislativa y jurisprudencialmente el 
delito de tenencia ilegal de armas de fuego. 
El Instituto de Estadística e Informática (INEI), ha señalado que la posesión de armas 
de fuego ha aumentado paulatinamente, pese a que se ha incrementado la pena para este 
delito; esto nos lleva a pensar si el incremento de las sanciones en nuestro ordenamiento 
jurídico penal es la solución al problema de la tenencia ilegal de armas y de la inseguridad 
ciudadana, siendo precisamente este el inicio del razonamiento que se plantea en la presente 
investigación. 
A lo largo del tiempo en el Perú a través del derecho administrativo se ha establecido 
una serie de requisitos para que los ciudadanos puedan poseer un arma de fuego siendo 
estos: Formulario Único de Trámite (FUT) y el Anexo 1 (declaración jurada-Licencias). 
Correctamente llenados, Exhibir el DNI vigente y legible, Comprobante de pago por 
derecho de trámite realizado en el Banco de la Nación, Copia del carné de extranjería que 
acredite la calidad migratoria indefinida (en el caso de ser extranjero), Certificado de salud 
mental vigente otorgado por establecimientos de salud públicos o privados registrados en la 
Superintendencia Nacional de Salud.  
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La TIAF, es un delito que se encuentra regulado en el Título XII, del Código Penal, 
siendo un delito de carácter doloso, encontrándose dentro de lo ilícito de Peligro Abstracto, 
el mismo que no busca sancionar al sujeto activo o autor por haber causado un daño índole 
material, sino que por su conducta puede generar un daño, por ende, constituye un ilícito de 
mera actividad mas no de resultado. 
El bien jurídico protegido en el delito de TIAF es la seguridad pública, el mismo 
busca el desenvolvimiento en armonía de cada persona, esto es, se busca que cada 
ciudadano viva libre en derecho teniendo las autoridades la obligación de cumplir con el 
propósito a través de las leyes,  dado que el sujeto que porta un arma de fuego tiene la 
obligación de actuar dentro del marco legal establecido por nuestro ordenamiento jurídico 
ello porque las normas que han sido positivizadas y que por ende forman parte de nuestro 
ordenamiento jurídico buscan proteger a la sociedad, y fomentar la seguridad de nuestro 
Estado, a fin de que cada uno de sus miembros pueda desarrollarse libremente. 
Siendo así, la respuesta de los encuetados sobre la pregunta N° 02 el 100% nos dicen 
que el bien jurídico protegido en el delito de TIAF es la seguridad pública, dado que 
nuestro ordenamiento jurídico tiene la finalidad de crear confianza y seguridad a los 
ciudadanos respecto a que los instrumentos que generan un peligro para la sociedad como 
el uso de arma de fuego, se encuentran en las manos debidas 
 La conducta sancionada tiene varios verbos en su composición, entre los que 
encontramos el fabricar, ensamblar, modificar, almacenar, suministrar, comercializar, 
traficar portar o tener en su poder (poseer), en el verbo rector “poseer”, el cual implica tener 
una cosa u objeto en nuestro poder, en este sentido el agente puede tener a su disposición el 
indicado bien.  
El sujeto activo, en este tipo podemos decir que al usar los términos “el que”, 
entonces podemos decir que el ilícito penal no requiere la cualificación del autor, respecto 
del sujeto pasivo este es pues el Estado, quien está representado por el Procurador Público a 
cargo del Sector Interior, ya que este representa por SUCAMEC, que es un organismo 
técnico especializado adscrito al Ministerio del Interior. 
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Si un sujeto incurre en el ilícito penal contenido en el artículo doscientos setenta y 
nueve inciso G del código penal peruano vigente, esto es, aquel que sin estar debidamente 
autorizado fabrica,  ensambla, tiene en su poder o hace uso de  armas de fuego ya sean 
artesanales o de cualquier tipo, también municiones o materiales tóxicos destinados para su 
preparación directa, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni 
mayor de diez años,  y que se le impondrá una sanción que en este caso está conformada 
por una pena privativa de la libertad y por una reparación civil a favor del Estado peruano 
por el daño sufrido en el bien jurídico protegido “Seguridad Pública”. 
La Casación N° 1522-2017-La Libertad, ha señalado que el tipo delictivo del artículo 
doscientos setenta y nueve - G, primer párrafo, del Código Penal, según el Decreto 
Legislativo 1244, refiere que la naturaleza jurídica del mencionado es mixto alternativo, 
pues se caracterizan por la presencia de la conjunción “o”, y por ello comprende varias 
conductas delictivas. 
Objetivo específico 2: Analizar doctrinaria, legislativa y jurisprudencialmente el 
contenido del principio de proporcionalidad y humanidad de la pena. 
El principio de proporcionalidad en el derecho penal tiene relevancia pues es un 
instrumento de control al ius puniendi del Estado, herramienta de ayuda para el aplicador 
de derecho con el cual puede ejercer una adecuada defensa y determinar si la actuación del 
Estado cumple con los parámetros exigidos por nuestra constitución respetando los 
derechos fundamentales de cada ciudadano. 
El mencionado principio fue desarrollado por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos quien refiere que, ninguna persona puede ser sometido apresamiento o 
encarcelamiento por causas y métodos que podrían juzgarse como disconformes con el 
respeto de los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables 
imprevisibles o escasos de proporcionalidad.  
El principio de humanidad en el campo de derecho penal tiene una estrecha relación 
con el principio de razonabilidad y proporcional ya que refiere que el acusado que cumple 
una pena por un ilícito cometido, debe realizarlo sin la necesidad de lesionar la integridad 
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corporal y moral del encarcelado, prohibiéndose cualquier acto de tortura, debiendo 
siempre la dignidad de la persona inherente a su condición humana. 
La doctrina señala que  el principio de proporcionalidad hace mención que cualquier 
sentencia que imponga el Juez penal, según el ilícito penal debe ser proporcional al hechos 
social que ocurrió, esto es que no deberán admitirse penas elevadas, que no tienen lógica ni 
vínculo alguno con el delito que ocasionó, por lo que se debe tener en cuenta dos 
exigencias, 1) la pena tiene que guardar relación proporcional al daño ocasionado, en tal 
caso no se deberá imponer una pena exagerada y 2) es que la proporcionalidad que se 
brinde tendrá que ser medida según lo importante que sea el hecho social que se ocasiono, 
en ese sentido no deben admitirse penas elevadas o irracionales en relación con la 
prevención del delito. 
La jurisprudencia contenida en la Resolución N° 3059-2015-Piura, que los requisitos 
para aplicar la pena, no culminan con el principio de proporcionalidad, sino más bien debe 
considerar en su regulación y aplicación el principio de proporcionalidad prescrito en el 
octavo del título preliminar de la norma penal vigente, el mismo que limita el poder estatal 
aplicando sanciones entre el hecho cometido y el daño ocasionado. 
Por otro lado, el principio de proporcionalidad obra en el momento de la creación de 
normas jurídicas por los legisladores y en su aplicación por los jueces o tribunales e incluso 
en el momento de ejecución de la pena, en este último supuesto pues lo que busca este 
principio es que debería preverse la posibilidad de que el juez prescindieran de la pena 
cuando esta resulta desproporcionada o innecesaria, esto es, cuando exista desproporción 
no se estaría respetando con la proporcionalidad que esta debería tener debería tener por sí 
misma, en ese sentido de la encuesta aplicada a 15 profesionales de derecho como 
abogados, personal fiscal y Jueces penales, refieren en su mayoría que elevar la pena en el 
delito de TIAF no es un mecanismo adecuado para el control del uso ilegal y tampoco 
coadyuva a la reducción del alto índice de criminalidad en nuestro país. 
En ese sentido se tiene que de los 15 encuestados abogados especializados, se pudo 
observar que de la pregunta N° 03: ¿ Considera que es importante aplicar en el proceso 
penal los principos del derecho?, los resultados aplicados a los 15 encuestados operadores 
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en materia penal, nos muestra que el 100% consideraron que es crucial que en todo proceso 
penal debe aplicarse los principios generales del derecho, en decir, es fundamental que el 
Juez penal al emitir una sentencia en el delito de TIAF tome en cuenta el principio de 
proporcionalidad de las penas. 
 En cuanto al principio de humanidad de las penas según lo referido por el profesor 
Bramont (2008), señala que las penas no tienen que ser inhumanas dado que el fin de estas 
es resocializar al sujeto y prevenir el delito, a su vez, el artículo 10.1 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos sostiene que “toda persona privada de 
libertada será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano”, ello tiene relación con lo señalado por los 15 encuestados en la pregunta N° 06:  
el 60% consideran que elevar la pena en el delito de tenencia ilegal de arma de fuego no es 
un mecanismo suficiente para el control del uso ilegal y tampoco coadyuva a la reducción 
del alto índice de criminalidad en nuestro país, por lo que elevar las penas en el estudiado 
delito no ha sido un mecanismo idóneo para la reducción mismo ni a la criminalidad en 
nuestro país, sin más bien se ha podido apreciar el aumento del ilícito penal. 
Objetivo específico 3: Examinar las sentencias en los casos de tenencia ilegal de armas 
de fuego. 
Expediente N°: 00333-2018-79-3101-JR-PE-01. 
Especialista: Elisa Nicolle Romero Flores. 
Imputado: Jancarlos Manuel Ibañez Velez. 
Agraviado: El Estado. 
Delito: Tenencia ilegal de armas. 
HECHOS ANÁLISIS 
Que, con fecha 14 de febrero del 2018, a 
horas 12:50 minutos aproximadamente, en 
circunstancias que efectivos policiales de 
la unidad DEPINCRI Sullana, realizaban 
patrullaje preventivo a la altura de la 
intersección de la transversal Las Lomas y 
Calle Miguel Checa del A.H. El Obrero, 
SENTENCIA: Con Resolución N° 21 de 
fecha 28 de agosto del 2019, la Sala Penal 
de Apelaciones con Funciones de la Sala 
Penal Liquidadora, CONFIRMARON la 
sentencia de fecha 25 de enero de 2019 
Resolución N° 15, expedida por el Primer 
Juzgado Penal Unipersonal de Sullana, que 
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En el presente caso se tiene la denuncia contra Jancarlos Manuel Ibañez Velez, por el 
delito de TIAF en agravio del Estado, del contenido de la sentencia se aprecia que el Juez 
ha analizado los elementos objetivos del delito de TIAF, pues al habérsele encontrado en 
posesión un arma de fuego al imputado Jancarlos Manuel Ibañez Velez quien no tenía 
licencia para portar (autorización administrativa), habría cometido el ilícito penal regulado 
en el artículo 279º-G del código penal. 
En cuanto a la motivación de la pena debe contener la individualización de la pena 
que siguiendo a Silva (2007), que para imponer una pena se debe tener en cuenta la 
doctrina del ilícito y la teoría de la pena, siendo así la conducta del investigado como su 
accionar posterior al hecho, el tiempo, con la finalidad de imponer una sanción de acuerdo 
con la conducta realizada evitando que se afecten derechos fundamentales. 
Si bien es cierto, en el caso de análisis en base a las diligencias en sede policial como 
acta de registro personal y acta de hallazgo se ha determinado que el accionar del 
investigado se subsume en el delito de TIAF, debido que configura en uno de sus 
advirtieron la presencia de un vehículo 
mototaxi color amarillo con azul, cuyo 
conductor al observar a los efectivos 
policiales intentó darse a la fuga, siendo 
así procedieron a su inmediata 
persecución y captura, logrando 
identificarlo como Jancarlos Manuel 
Ibañez Velez. 
Posterior a ello conforme a ley se le 
realizó el registro personal encontrándole 
en la pretina del short un arma de fuego 
color plateada con empuñadura de 
material sintético y numeración 362071, 
abastecida con dos municiones calibre 
treinta y ocho. 
falló: CONDENANDO a Jancarlos Manuel 
Ibañez Velez como autor del delito de 
TENENCIA ILEGAL DE ARMAS 
imponiéndole una pena de SEIS AÑOS de 




presupuestos legales la posesión ilegal siendo pasible de una pena privativa de libertad de 
seis años, sin embargo,  la parte decisiva de la pena es muy alta , debido a que el Juez no ha 
valorado al emitir la pena, que el delito regulado en el 279° -G del código penal no es 
necesario que exista un daño en concreto  y no ha tenido en cuenta principios generales del 
derecho como el de proporcionalidad y humanidad de pena, pues no existe 
proporcionalidad en función al daño causado. 
Expediente N°: 01374-2018-79-3101-JR-PE-3. 
Especialista: Elisa Nicolle Romero Flores. 
Imputado: Jesús Rodolfo Juarez Tizon. 
Agraviado: El Estado. 
Delito: Tenencia ilegal de armas. 
Del análisis del presente casos se observa que se ha cumplido uno de los presupuestos 
exigidos en el artículo doscientos setenta y nueve del código penal, dado que al acusado 
HECHOS ANÁLISIS 
Que, con fecha 01 de julio del 2018, personal 
policial del grupo Halcón mientras realizaba labor 
de patrullaje por la calle San Juan, siendo que al 
encontrase por la altura del colegio Fe y Alegría 
divisaron una persona de sexo masculino en 
actitud sospechosa dado que el mismo intentaba 
huir, sin embargo, los efectivos policiales 
lograron su intervención, el mismo que fue 
identificado como JESÚS RODOLFO JUAREZ 
TIZON.  
Que la realizarle el registro personal se le halló de 
la pretina de su pantalón un revolver marca Smith 
Wesson, abastecida con cuatro cartuchos calibre 
treinta y ocho marca SPL, uno de los cuales se 
encontraba percutido. 
SENTENCIA: La Sala Penal de 
Apelaciones con Funciones de la 
Sala Penal Liquidadora, 
REVOCARON la sentencia de 
fecha 15 de abril de 2019 
Resolución N° 13, expedida por el 
Cuarto Juzgado Penal Unipersonal 
de Sullana, que falló: 
CONDENANDO a Jancarlos 
Manuel Ibañez Velez como autor 
del delito de TENENCIA ILEGAL 
DE ARMAS imponiéndole una 
pena de SEIS AÑOS de pena 




JESÚS RODOLFO JUAREZ TIZON, se le encontró en su poder un arma de fuego 
acreditándose con las instrumentales ofrecidas imponiendo como pena efectiva seis años. 
En base a lo mencionado líneas arriba, si bien es cierto, se ha corroborado la 
culpabilidad del procesado del ilícito penal de TIAF, también es que el legislador no ha 
tenido en cuenta al imponer la sanción el principio de proporcionalidad y humanidad de 
pena teniendo en cuenta que el acusado solo portaba el arma de fuego no existiendo lesión 









1. El ilícito penal de tenencia ilegal de arma de fuego es un delito de peligro abstracto y 
de mera actividad, por lo que para su configuración solo se exige la portación o 
posesión ilegitima del arma de fuego, entendiéndose por ilegitima a aquella para la 
que no se cuenta con la respectiva licencia administrativa. No se exige la lesión de un 
determinado bien jurídico. 
2. En el distrito judicial de Piura se ha evidenciado que el delito de tenencia ilegal de 
armas es sancionado con penas muy elevadas que implican la privación de la libertad, 
ello debido a que el tipo penal sanciona este ilícito con una pena de no menor de 6 ni 
mayor de 10 años lo que impide que el Juez establezca penas menores establecidas 
por la ley a pesar de los mecanismos de reducción de pena que establece el derecho 
penal premial. 
3. Los principios de proporcionalidad y humanidad de las penas exigen que el legislador 
al momento de establecer la pena para un delito tenga en cuenta el bien jurídico que 
se tutela, la gravedad de la conducta, el daño ocasionado, etc. de tal manera que se 
fije una pena que guarde el equilibrio normativo y no afecten la dignidad del ser 
humano.  
4. En el caso del delito de tenencia ilegal de fuego se evidencia que el legislador no 
respeta estos principios y establece penas elevadas obligando al juzgador a sancionar 
drásticamente esta conducta; por lo que es necesario una modificación del artículo 
279º-G a efectos de reducir la pena abstracta, pues se ha demostrado que la pena no 






1. Al Congreso de la Republica la presentación de un proyecto de Ley a fin de que se 
modifique el artículo 279º-G del Código Penal que tipifica el delito de tenencia ilegal 
de arma de fuego, respecto a la pena, debiendo establecer una pena proporcional a la 
conducta realizada por el procesado, así como el daño ocasionado. 
2. Se recomienda al Poder Judicial para que exhorte al Poder Legislativo a efectos de 
que cuando tipifique una conducta como delito, tenga en cuenta, entre otros, los 
principios de proporcionalidad y humanidad de las penas ya que estos principios son 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA LÓGICA 
Tabla 10. Matriz de consistencia lógica: 
PROBLEMA HIPÓTESIS OBJETIVOS VARIABLES 
¿De qué 
manera la pena 
establecida en 
el delito de 
tenencia ilegal 
de arma de 
fuego regulado 
en el artículo 





d y humanidad 
de las penas? 
 
La pena establecida para 
el delito de tenencia 
ilegal de armas de fuego 
afecta los principios de 
proporcionalidad y 
humanidad de las penas, 
porque el delito de 
tenencia ilegal de armas 
es un delito de peligro 
abstracto que no exige 
un daño material a un 
bien jurídico para su 
consumación, por lo que 




Determinar si la pena establecida en el delito de Tenencia ilegal de arma de 
fuego regulado en el artículo 279 - G del Código Penal afecta los principios 
de proporcionalidad y humanidad de las penas. 
Específicos 
1. Analizar doctrinaria, legislativa y jurisprudencialmente el delito de 
tenencia ilegal de armas de fuego.  
2. Analizar doctrinaria, legislativa y jurisprudencialmente el contenido del 
principio de proporcionalidad y humanidad de la pena. 










Delito de tenencia 
ilegal de arma de 
fuego 
Fuente: Elaborado por Sandys Noemi Culquicondor Campoverde
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MATRIZ DE CONSISTENCIA METODOLÓGICA 
Tabla 11. Matriz de consistencia metodológica: 



























15 operadores de 
derecho, fiscales, 
asistentes en 





























Instrumentos de recolección de datos 
ENCUESTA APLICADA A PROFESIONALES ESPECIALIZADOS EN DERECHO 
PENAL, PARA RECABAR SU OPINIÓN RESPECTO A LA INVESTIGACIÓN 
SOBRE LA PENA ESTABLECIDA EN DELITO DE TENENCIA ILEGAL DE 
ARMAS. 
Estimado Doctor(a), el presente cuestionario se realiza para analizar la figura jurídica el 
delito de tenencia ilegal de armas de fuego, referente a la pena que se ha establecido en el 
artículo 279º-G del Código Penal, y como esta tiene relación con el principio de 
proporcionalidad y humanidad de la pena. Se le agradece su apoyo, con la indicación que 
responda verazmente a las interrogantes, contenidas en este instrumento. 
================================================================= 
1. ¿Conoce usted el contenido jurídico del delito de tenencia ilegal de arma de fuego 
regulado en el artículo 279-G del Código Penal?  
Si 
No 
2. ¿Cuál es el bien jurídico protegido en el delito de tenencia ilegal de armas de Fuego? 
 La vida. 
 El patrimonio. 
 Administración Pública. 
 Seguridad Pública. 
3. ¿Considera que es importante aplicar en el proceso penal los principios del derecho?  
      Si 
     No 
4. La aplicación de los principios del derecho en el proceso penal permite:  
Aplicación racional del derecho penal sustantivo. 
Limitar el ejercicio del ius puniendi. 
Evitar la arbitrariedad judicial. 




5. ¿Desde su perspectiva en la actualidad la pena establecida en el delito de Tenencia 
Ilegal de Arma de fuego regulado en el artículo 279º-G del Código Penal, vulnera los 
principios de proporcionalidad y humanidad de la pena, teniendo en cuenta que la pena 













6. ¿Elevar la pena en el delito de tenencia ilegal de arma de fuego, es un mecanismo 
idóneo para el control del uso de arma fuego, teniendo en cuenta que el fin del derecho 














7. ¿El Juez penal al emitir sentencias sobre el delito de tenencia ilegal de armas de fuego, 
debe valorar el principio de proporcionalidad y humanidad de la pena en aras de 













8. ¿Qué alternativa de solución propondría para que no se imponga penas muy severas en 
el delito de tenencia ilegal de armas de fuego, teniendo en cuenta los principios de 
proporcionalidad y humanidad de la pena? 
Modificación del artículo 279º-G del Código Penal para reducir la pena. 
Que los jueces celebren acuerdos plenarios para que apliquen penas proporcionales. 
Reduzca la pena acorde con el daño y la naturaleza del delito de tenencia ilegal de 
armas. 
 Aplicar beneficios de pena al procesado a efecto de reducir la pena. 




GRACIAS POR SU TIEMPO. 
